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PRESIDE: — Señor Representante Luis José Gallo Imperiale. 


MIEMBROS: Señores Representantes Gustavo Amen Vaghetti, Ruben Bertin, Orlando Gil Solares, Ramón 
Legnani y Wilmer Trivel. 


DELAGADO 
DE 
SECTOR: 
INVITADOS: Por el Departamento de Salud del PIT-CNT, señores Luis Sanguinetti, Dirigente del Hospital 
de Clínicas; y Luis Goichea, Secretario del PIT-CNT. Señor Ángel Batalla, Presidente de la 
Confederación de Funcionarios del Estado (COFE). 
Por la Comisión Salud de Ahorristas de la Banca Privada, doctoras Silvana D'Agosto y 
Violeta Laicovsky; señoras Mafalda Gargano, Zulema Gargano, Delia Vázquez, Yoli García, 
Ercilia Leiro y señor Vicente Nipoli. 
Por la Asociación de Institutos de Medicina Altamente Especializada (IMAE), contadora 
Lucy Martins y doctor Gustavo Varela. 


Señor Representante José Bayardi. 


SEÑOR PRESIDENTE (Gallo Imperiale).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Salud Pública y Asistencia Social recibe con gusto a una delegación del Departamento de 
Salud del PI-CNT, integrada por el dirigente del Hospital de Clínicas, señor Luis Sanguinetti y por el 
miembro del Secretariado del PITCNT, Luis Goichea. 


Ustedes nos mandaron una nota, con fecha 7 de octubre, solicitando ser recibidos por esta Comisión, en 
función de toda la problemática que en materia de salud existe en el país. Por lo tanto, con mucho gusto les 
cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Nosotros habíamos pedido esta reunión desde hace mucho tiempo, por la 
situación que está atravesando todo el sistema de salud. 


Hace aproximadamente dos meses nos reunimos en la Comisión de Salud del PIT-CNT junto con la gente del 
SMU -con el doctor Barret Díaz- y con la gente de la Federación de Salud Pública. Allí leímos un informe 
sobre la situación de salud en Uruguay y planteamos que estábamos ante una emergencia sanitaria. 


En vista de lo que había pasado, no solamente en Salud Pública, en la FUS, con el cierre de varias 
mutualistas, entendíamos que el problema mayor se produjo cuando se empezaron a cerrar las emergencias 
del Hospital de Clínicas, del Hospital Pasteur y algunas otras en el interior del país. Esto llevó a la 
movilización que hubo en defensa del Hospital de Clínicas, no solo por el Hospital en sí -que se encontraba 
en una situación caótica-, sino por su carácter universitario. 


Tenemos un ingreso de entre siete y once millones por mes y en estos momentos se está dando al Hospital de 
Clínicas alrededor de dos millones. Eso llevó a bajar no solamente la calidad en la prestación de servicios 
sino también la cantidad de camas; teníamos entre 440 y 480 camas y ahora tenemos entre 330 y 360; quiere 
decir que de una sola vez se sacaron 100 camas. 


Yo, que estoy en la parte de emergencia al frente de una caja registradora he notado -y así se lo hicimos saber 
a la Directora del Hospital de Clínicas, doctora Graciela Ubach- el incremento que ha habido de más de un 
45% de ciudadanos que vienen a atenderse a la emergencia del Hospital de Clínicas. Eso sucede por distintos 
motivos. Uno de ellos es que, al no tener trabajo, no pueden acceder a DISSE, mientras que otras personas 
simplemente no pueden pagar la mutualista. Uno de los problemas que nosotros tuvimos y que fue manejado 
por la doctora Ubach en momentos en que se planteó el cierre de la emergencia del Hospital de Clínicas fue, 
precisamente, que en la emergencia de dicho Hospital -que por estas razones era una gran boca de entrada 
grande- se generaban mayores dificultades para atender a la gente normalmente, porque los insumos 
resultaban insuficientes. Aparte de eso, también discutimos con los compañeros, dentro de la Federación de 
Salud Pública, acerca de su situación. 


Como ustedes saben, se ha publicado en la prensa que en muchos hospitales del interior del país no solo no 
hay recursos para medicamentos sino que tampoco hay otros insumos tales como carne, leche, etcétera. 
Seguramente, habrán escuchado que muchas veces se ha tenido que cortar la leche con agua. 


Voy a contar una anécdota. En una oportunidad, un martes hablé con el señor Ministro de Salud Pública. Él 
sabe que yo trabajo en el Hospital de Clínicas y que tengo otro empleo, en prensa, en la Radio Nacional. 
Cuando estábamos hablando, me preguntó cómo estaba el Hospital. En ese momento, ya nosotros habíamos 
cerrados la emergencia. Yo le contesté: "Mire, Ministro, la situación está muy difícil" -esta conversación fue 
previa a que Salud Pública llevara insumos al Hospital de Clínicas- "Yo he ido por los pisos; he hablado con 
la gente del "block" quirúrgico y le puedo decir que para el jueves o viernes ya no habrá un medicamento que 
se da para operar y que además es un anestésico". Él me dijo: "Bueno, Sanguinetti, no se preocupe. Yo 
consigo ese medicamento y el anestésico después". Yo le contesté: "Mire, Ministro, si usted consigue uno y 
no consigue el otro, va a escuchar los gritos de la gente desde el Ministerio, porque van las dos cosas juntas". 
Les cuento esto como una anécdota; esa es la salud que hoy tenemos. Nosotros queremos defender una salud 
que llegue al pueblo. 


En el año 1986 ó 1987 fui dirigente de la FUS. En aquellos momentos, ya los primeras mutualistas - 
Fraternidad, OMA, Partido Nacional- empezaban a cerrar. Todos conocemos la situación por la que hoy están 
atravesando las mutualistas; todos sabemos acerca de esa famosa plata que iba a venir, de la cual recibieron la 
mitad o menos. Por lo tanto, la situación es por demás dramática; hoy podemos ver lo que es el Hospital 
Español, el Hospital Italiano, el Larghero, Casa de Galicia, etcétera. Hoy tenemos una gran mutualista, como 
La Española, que inauguró a todo bombo su nueva sala, pero como la gente después del 15 o del 20 de cada 
mes no va porque no tiene plata para comprarse un medicamento, está cerrada a cal y canto. 


Entonces, la realidad es que la bomba nos está pegando y reventando en los dientes. Por lo tanto, venimos acá 
a pedir a todos que busquemos una solución consensuada no para estos dirigentes, no tratando de que cada 
uno tire agua para su molino, sino para encontrar una solución para el pueblo. 


Invitaría a cualquiera de los parlamentarios a que fueran una tarde, un día, al lugar donde trabajo y vieran las 
necesidades que pasa la gente. A veces, la gente no se va a atender porque no tiene plata para el boleto ni para 
pagar $ 10, que es lo que cuesta la consulta. 


Creo que hoy hemos llegado a una situación límite y que tenemos que hacer un esfuerzo para ver cuáles son 
las soluciones posibles a las que entre todos podemos llegar. 


SEÑOR GOICHEA.- En primer lugar, quiero expresar el reconocimiento de la Central por poder estar 
participando de esta reunión de la Comisión y permitirnos transmitir la preocupación de los 
trabajadores en torno a este tema tan importante. 


En segundo término, queremos decir que somos integrantes del Secretariado del PIT-CNT y nos 
desempeñamos como coordinadores del departamento de salud de la central. Luego del séptimo congreso nos 
hemos venido reuniendo para abordar la situación que venimos atravesando, la que se ha venido agravando 
en los últimos tiempos. 


La salud pública se ha visto deteriorada y la asistencia básica de muchas familias y ciudadanos se ha ido 
cercenando. Hay una serie de servicios que no tienen la misma capacidad de respuesta ante las problemáticas 
de los trabajadores o de los ciudadanos en general. Cuando hablamos de trabajadores, hay que tener en 
cuenta que muchos de ellos no tienen cobertura médica, como producto de la informalidad y de un montón de 
condiciones que ha conducido a la precariedad en el trabajo. Entonces, han tenido que acudir a los servicios 
de Salud Pública que, en materia de números, hoy prestan una atención similar a los de la salud privada. 


Por otro lado, hay que tener presente la situación del Hospital de Clínicas, no solo como un referente en lo 
que tiene que ver con la atención, sino también por su rol en la formación de los futuros profesionales de la 
salud. Esta área también se ha visto afectada. 


En tercer lugar, debemos tener en cuenta lo que ha vivido el mutualismo en los últimos años; como bien se 
señalaba, hace mucho tiempo representaba una alternativa. En algún momento, este sector supo desempeñar 
una actividad muy importante para el conjunto de la sociedad pero, como producto de la situación económica 
que hemos estado padeciendo en los últimos años, el sistema mutual está mayoritariamente herido de muerte, 
salvo algunas mutualistas que posiblemente tengan ciertas probabilidades de subsistir a todo esto. 


También están todas aquellas otras organizaciones privadas de salud que prestaban servicios a mutualistas o a 
Salud Pública, que hoy se han visto afectadas y están corriendo un importante riesgo. 


En ese marco, la central de trabajadores, conjuntamente con todas las organizaciones de profesionales que 
hoy brindan asistencia, ha logrado conformar el grupo de trabajadores de la salud. Entonces, se ha venido 
participando activamente en la búsqueda de alternativas a la crisis que estamos viviendo. Una de las primeras 
cuestiones que se intentó, fue que se declarara la emergencia en esta área, pretendiendo lograr la sensibilidad 
del gobierno y de los sectores políticos, en la medida en que nos parece que se deben buscar los recursos 
desde el propio Estado y también de organismos internacionales. Creemos que debe hacerse el mayor 
esfuerzo para cumplir con la asistencia básica para el conjunto de la sociedad. Esto fue planteado por parte de 
la central, apenas asumió el Ministro Atchugarry, en un ámbito en el que participamos con él y con el 
Ministro de Trabajo y Seguridad Social. Entendimos que el país tenía que reclamar la declaración de 
emergencia sanitaria, más allá de que eso se hace en determinadas problemáticas que viven los países, como 
catástrofes o situaciones internas complejas. De todas formas, nos pareció que ese podía ser un medio para 
que el país pudiera establecer mejor los recursos en esta materia y para lograr la ayuda de determinados 
organismos internacionales. No obstante, esto no se entendió así. Aparentemente, hay una visión de que la 
situación es crítica, pero no tan grave; para nosotros sí lo es. Esto motivó que como integrantes de la central 
de trabajadores nos reuniéramos con el señor Ministro de Salud Pública -la última reunión fue el 8 de 
noviembre- para seguir planteando la necesidad de disponer de los recursos con que debe contar Salud 
Pública, los que fueron votados en el último presupuesto. Hoy no se está cumpliendo con eso, ni tampoco con 
el Hospital de Clínicas 


También reclamamos el cumplimiento de los convenios acordados en el año 2001, que vencen en 2003, con 
relación al mutualismo, pretendiendo que no se dejen caer a las instituciones. Dentro de este tema, también 
estaba el préstamo del BID. Al respecto tenemos diferencias: más allá de que las mutualistas hayan aceptado 
una cifra menor a la acordada, creemos que es necesario contar con todos los recursos establecidos. Sabemos 
que esto no sería una solución de fondo, sino una medida transitoria como para subsistir y ver cómo todos los 
sectores y actores de la sociedad -también habrá que tener en cuenta a los ciudadanos, que son los que 
reciben el servicio- podrán participar en la discusión de soluciones de fondo. 


De manera que lo primero que se hizo fue buscar soluciones y propuestas. Estamos trabajando con los 
profesionales y los trabajadores de la salud en un sueño -del que en algún momento se habló en la 
CONAPRO-:: el sistema nacional de salud, que hoy sería integrado, pretendiendo que todas las vertientes que 
se desempeñan en el área puedan sumarse. En definitiva, buscamos un sistema nacional de salud integral y 
universal, en el que todos tengan derecho a acceder a esta área, que para nosotros es primordial. 
Naturalmente, se propende a que a través de un seguro nacional de salud se cuente con el financiamiento 
adecuado; aquí tendría que aportar el conjunto de los ciudadanos, según sus ingresos, así como las empresas, 
los patrones y el Estado, más allá de que sabemos que el Estado somos todos y que, en definitiva, los 
recursos van a surgir del conjunto de la sociedad. 


Entendemos que esta Comisión podría tomar algunas de estas cuestiones, por lo menos en lo que tiene que 
ver con los recursos con los que deberían contar los hospitales -entre ellos el Hospital de Clínicas-, según el 
presupuesto aprobado en su momento, y los compromisos que se asumieron con las mutualistas, aunque sea, 
a fin de mantener esta situación e impedir que la situación siga decayendo para luego, sí, discutir las 
transformaciones que creemos que rápidamente tienen que encararse. 


Se ha dicho que los momentos de crisis sirven para discutir y profundizar. Entonces, quizás en la crisis no se 
logre resolver las cuestiones de fondo, pero este es un momento en el cual se pone en el conjunto de la 
sociedad la discusión de las posibles soluciones. Entonces, creemos que deberíamos darnos los medios para 
que todos los actores podamos discutir -naturalmente, también los parlamentarios como parte importante- 
cuáles serían las mejores salidas, tratando de lograr capacidad de respuesta para el conjunto de la sociedad. 
Es preciso que no se mantenga este dejo de injusticia: todos sabemos que mucha gente no puede acceder a la 
salud privada ni a la salud pública. En ese sentido, hemos hablado con los jubilados. Existe una ley que prevé 
el pago del recibo mutual para quienes ganan menos, pero ellos nos decían que no tienen capacidad como 
para atenderse, teniendo en cuenta el costo inmediato de la orden o del tique de medicamentos. Entonces, es 
imprescindible buscar los mejores caminos como para que la sociedad pueda tener un instrumento. Todos 
sabemos que en algún momento la salud -así como la seguridad social, etcétera- fue un referente a nivel 
mundial y de la región y hoy estamos en niveles muy complejos de atención. Esto era lo que queríamos 
trasmitir. Naturalmente, cuando solicitamos esta entrevista teníamos otro objetivo; hoy adelantamos que 
estamos transitando otro camino. La intención de este grupo de trabajo, que se ha denominado "Trabajadores 
por la Salud", es elaborar una propuesta. En primer lugar, desde el punto de vista político, pretendiendo 
definir la situación y las alternativas y luego, naturalmente, transformar dicha propuesta en un proyecto de 
ley. De todos modos, creo que lo primero que se debe hacer -más allá de que todos conocemos la situación 
que se vive- es definir las posibles alternativas, para luego discutir un proyecto de ley que pueda ir 
transitando un camino para llegar a un servicio nacional de salud universal e integral. 


Estamos abiertos a que nos realicen las preguntas que consideren necesarias, las cuales contestaremos en la 
medida de nuestras posibilidades, ya que hay otros actores que hoy no se encuentran presentes y que manejan 
mucho mejor la realidad, los cuales podrían ampliar mucho más. 


SEÑOR LEGNANI.- Creemos muy oportuno el planteo realizado, pese a que ha transcurrido un 
tiempo desde la solicitud de la entrevista y la reunión del día de hoy. Si algo ha pasado en este tiempo 
ha sido el agravamiento de la situación. En ese sentido, creo que todos estamos de acuerdo con que nos 
hagan llegar los insumos que se vayan produciendo y que consideren que es importante colectivizar, a 
los efectos de que los miembros de la Comisión vayamos tomando conocimiento y asumiendo 
posiciones. 


Nosotros siempre recordamos el ejemplo del Frigorífico Nacional, que se creó en el año 1929 y el de 
CONAPROLE, que se fundó en 1934; se produjeron situaciones muy difíciles de limar y en aquel momento 


crítico dio lugar a que se crearan instituciones que durante mucho tiempo dieron trabajo y solucionaron 
muchos problemas. 


De manera que creo que este sería el momento -más allá de las dificultades de financiación, sobre lo que 
tendremos que consultar a los economistas para conocer las posibilidades de financiarlo, tal como hemos 
hecho tantas otras veces- de ir realizando un esquema de trabajo que ambiente, a punto de partida de la 
generación del debate, para que la población en su conjunto tome este tema como sería de desear. 


Creo que todos los integrantes de la Comisión estamos de acuerdo en que haya una especie de relación de ida 
y vuelta en materia de los insumos que se vayan produciendo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es muy de recibo el planteamiento que hace el PIT-CNT, el secretariado 
vinculado a la salud, que no es nuevo en esta Comisión porque hemos recibido reiteradamente a la 
Federación de Funcionarios de Salud Pública -por los problemas de Salud Pública- y a la FUS. Ahora 
el planteamiento que se realiza es en común y viene de parte de la Central de Trabajadores que, en 
definitiva, globaliza el problema. 


Coincido con el señor Diputado Legnani en el sentido de que debemos buscar una estrategia para definir 
cómo se puede integrar el Parlamento a esta solución consensuada, tal como decía el señor Sanguinetti. 


Creo que la visión que tenemos todos los que integramos esta Comisión, independientemente de los sectores 
que representamos, es que realmente estamos atravesando una situación grave; consideramos que casi hay 
una emergencia, por lo que es necesario que se brinde una respuesta. Y dada la importancia del tema, creo 
que la respuesta debe ser consensuada. El Parlamento puede canalizarla a través de un proyecto de ley. 


Pienso que se podría trabajar en ese sentido y para ello sería muy oportuno que esta Comisión recibiera los 
insumos necesarios a los efectos de poder instrumentar alguna solución. 


Nos parece que la propuesta del PITCNT en materia de salud es buena. La semana pasada asistimos a una 
presentación que realizó el PLECNT sobre un análisis que había realizado la fundación Cuesta Duarte con 
respecto a gastos de salud; realmente, fue un trabajo muy interesante porque, en definitiva, nos orienta para 
empezar a solucionar este aspecto. 


También creo que previo a instrumentar una estrategia que resuelva el problema de la salud, debemos 
solucionar la situación financiera. Primero debemos resolver el problema de financiamiento del sistema que, 
en definitiva, es lo que está fracasando -eso fue demostrado en el trabajo que se presentó-, y luego 
instrumentar un sistema nacional de salud, que acomode este sistema actual, que es tan disperso. 


Por lo tanto, nos parece que sería bueno que nos hicieran llegar la mayor cantidad de insumos, a efectos de 
comenzar a analizar el tema. De todos modos, quiero decir que esta Comisión ha estado preocupada por este 
tema, y frente a denuncias puntuales que se han realizado. Por ejemplo, la Comisión trató de meterse en el 
tema del problema del Hospital de Clínicas, fundamentalmente, en la intermediación con quienes tienen que 
tomar las decisiones, que es el Ministerio de Economía y Finanzas. 


Por otra parte, hace dos meses el señor Ministro y su "staff" concurrieron a la Comisión a los efectos de 
responder acerca de toda la problemática que se ha suscitado con respecto a la salud pública. Como se podrá 
observar, tratamos de hacer gestiones ante el Ministerio para resolver temas puntuales. Es decir que esta 
Comisión está preocupado, permanentemente, por el tema, pero asumiendo, solamente, la función de 
contralor, ya que no hemos trabajado en la elaboración de una solución. Pero si esto debe ser llevado a una 
ley, el Parlamento tiene esa responsabilidad. 


Me parece que ese va a ser un trabajo muy importante; creo que la elaboración de una ley puede ser el punto 
de inflexión en toda esta problemática. 


Entonces, esperamos que nos hagan llegar toda la información que tengan, a los efectos de trabajar en 
conjunto. 


SEÑOR TRIVEL.- Creemos que es más que oportuno el momento en que la Central de Trabajadores 
viene a traer a esta mesa del Parlamento esta propuesta. Pienso que nos encontramos en un momento 
histórico, ya que estamos sumidos en la más profunda crisis que haya vivido el país, no solo en materia 
económica, sino también de salud. Los miembros de esta Comisión están convencidos de ello, 
independientemente de los partidos a los que pertenecemos. 


La Comisión de Salud Pública y Asistencia Social ha mostrado gran preocupación y está informada sobre lo 
que los señores invitados han manifestado, y mucho más aún. 


Creo que lo que han planteado el señor Diputado Legnani y el Presidente de la Comisión es de recibo. 
Considero que en este momento de crisis, independientemente de cómo financiar el futuro sistema de salud - 
que necesariamente tiene que salir-, no debemos olvidar que el país gasta la nada despreciable suma del 10% 
de su Producto Bruto Interno, que es mucho dinero en relación a otros países que tienen sistemas de salud 
muy superiores al nuestro. 


Creo que es un momento más que oportuno -reitero- para trabajar en conjunto. Pienso que ustedes, que 
reciben día a día la problemática, deben empezar a elaborar propuestas y nosotros también vamos a tratar de 
hacerlo. De esto tiene que salir algo que, en definitiva, beneficie a toda la gente humilde de este país. 


Actualmente, hay alrededor de un millón y medio de personas que está viviendo una situación muy difícil en 
términos de salud. No debemos olvidarnos de los hospitales públicos, no solo de Montevideo, sino también 
del interior de la República, los cuales están viviendo momentos muy difíciles. En ellos hay una gran 
carencia de insumos y medicamentos en el área asistencial, como así también de alimentos, y la Comisión 
recibe este tipo de reclamos día a día. 


Nosotros somos conscientes de esa situación y queremos trabajar con responsabilidad junto a todos ustedes, 
despojándonos -eso así- del discurso para la prensa. Aquí debemos empezar a trabajar seriamente si queremos 
sacar algo positivo de esta crisis. 


Por lo tanto, tal como dijo el señor Sanguinetti, sin tirar brasa para el asado, vamos a trabajar y a tratar de que 
aquí comience a nacer la semilla -no sé si en este período- de un nuevo sistema asistencial para el país. 


SEÑOR BERTIN.- Hace quince días recibimos la visita del señor Ministro en el departamento de 
Colonia. Se podrán imaginar los problemas que hay en el interior en materia de salud. Indudablemente 
que comparto lo expresado por los demás integrantes de la Comisión. Estamos viviendo un momento 
de emergencia. Me ofrezco para trabajar en este tema en el departamento de Colonia; el señor 
Diputado Gil Solares podrá corroborar los momentos que se viven allí. Estamos a las órdenes para 
trabajar en esto. 


SEÑOR GIL SOLARES.- Coincidimos totalmente con lo que han expresado los compañeros de la 
Comisión. No puede existir un país que pretenda ser de trabajadores sin que la salud sea distribuida en 
forma igualitaria entre el más humilde ciudadano y el Presidente de la República. Como dice el señor 
Diputado Bertin, estamos totalmente a la orden y nos hemos contactado con diversas Comisiones para 
hacer algunos aportes. No puede existir un plan nacional sin una perfecta descentralización, 
autogestión y sin una más perfecta auditoría en el control administrativo del ejercicio de la salud, 
aprovechando todo lo que tenemos, especialmente en materia de hospitales de salud pública para que 
estos sean la base de un perfeccionamiento como, por ejemplo, lo hizo la FEMI en todo el país. Empezó 
con las casas viejas de los sanatorios que se fundaron en los años 1930, 1940 y 1950 y a partir de los 
años 1960 y 1970 empezó a perfeccionar sus plantas físicas y hoy son excelentísimas, lástima que sean 
para un sector de la población, cuando el otro se atiende en los viejos edificios. Pero que sean viejos no 
quiere decir que sean inservibles, sino que a partir de allí tenemos la base para mejorar. 


El señor Diputado Trivel decía que el 10% del Producto Bruto Interno de nuestro país se destina a la salud. 
La gran pena es que de ese 10%, el 8% se dedique al mutualismo y el 2% a los hospitales. Ahí está una de las 
grandes explicaciones de por qué existe esa diferencia tan grosera en la salud entre la gente que se atiende en 
el hospital y la que lo hace en las mutualistas. Tenemos que intentar borrar de la historia política de la salud 
de nuestro país esa diferencia, porque le ha hecho mucho daño al país, más de lo que imaginamos. El efecto 


psicológico y depresivo entre quienes se atienden en los hospitales reclama a gritos que eso desaparezca y la 
salud se transforme en una inversión nacional para el progreso de todos los uruguayos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión tiene el gusto de recibir al Presidente de COFE, señor Ángel 
Batalla. 


SEÑOR BATALLA.- Pido disculpas por haber llegado tarde. Ayer nos íbamos a reunir en Durazno a la 
hora 15, pero la reunión fue suspendida, y entendí que hoy tenía que asistir a la hora 14 y 45. 


Los compañeros deben haber abordado los temas principales. El tema de la salud es un todo; la problemática 
es general. La salud pública y privada no escapa a los avatares que sufre el país. A eso debemos agregar una 
problemática que se arrastra desde hace muchísimos años: la desigualdad de la distribución de los recursos. 
Se dice que se destina un 10,3% del viejo Producto Bruto Interno del país, pero si lo medimos con el de 
ahora, que está en los US$ 14.000:000.000, va a ser muchísimo menos plata. A Salud Pública, que es la que 
tiene mayor demanda, se le destina un 1,6% con el último agregado en el papel, pero no en la realidad. Esto 
ha hecho que el Hospital de Clínicas haya cerrado técnicamente. Los pacientes tienen que ir a algún lado; 
entonces, asisten a Salud Pública, por lo menos para recibir la consulta aunque no la respuesta correcta. 
¿Adónde van las personas después de la desafiliación masiva del mutualismo? Al Estado, a Salud Pública, a 
recibir consulta, pero no la cobertura correcta. La medicación hoy es totalmente insuficiente, casi ausente. 
Prácticamente, la programación de las intervenciones quirúrgicas está suspendida; solo se atienden los casos 
urgentes, pero no hay hilo de sutura. 


Se trata de una política insana aplicada por parte de quienes dirigen Salud Pública. Tenemos falta de insumos 
y medicamentos en los establecimientos hospitalarios, a pesar de que podríamos auxiliar al resto del Estado a 
través de un laboratorio como el Dorrego. Sin embargo, se compra la aspirina a la Bayer en lugar de 
fabricarla en el Laboratorio Dorrego, por porcentajes muchísimo más bajos. Lo mismo sucede con los 
medicamentos para la hipertensión y para los pacientes psiquiátricos. Esta política es insana porque no se 
prioriza la atención de los usuarios y los aportes del Estado que son totalmente insuficientes. Además, en 
virtud de las devaluaciones se pagan insumos en dólares y se recibe pesos para abonarlos, lo cual hace que al 
mes de octubre se gastaran todos los recursos para el año 2002 y hoy se está sobreviviendo a una situación 
tremendamente difícil. Si no fuera que los cargos del Ministerio son políticos, ya tendría que haber cerrado 
más de la mitad de los hospitales para no cometer omisión de asistencia. A eso debemos agregar otra política 
destructiva. Salud Pública, con los recursos humanos que tenía, hacía un relevamiento, por ejemplo, de 
pacientes oncológicos, públicos y privados. Ahora lo hace la Comisión Honoraria de Lucha contra el Cáncer; 
¿será porque Magurno tiene una mega institución de atención oncológica? Mientras que el Parlamento se 
preocupó por legislar a favor de la mujer, para que tenga un día libre para hacerse los estudios oncológicos 
preventivos, el Instituto Nacional de Oncología -hoy no es más Instituto por esas trampas legales que se 
presentan en los proyectos de Rendición de Cuentas- no tiene estudios preventivos. Entonces, ¿hacia dónde 
vamos con esta situación? Cuando arrancamos hacia el interior del país nos encontramos con situaciones 
tremendamente más críticas y graves. 


Sin lugar a dudas, el señor Diputado hablaba con total conocimiento -igual que el doctor Gil Solares- de todo 
lo que sucede en el departamento de Colonia. Pero en cuanto a lo que sucede en el departamento de Artigas, 
el compañero sabrá perfectamente cómo era esa situación a pesar de las carencias y cómo es hoy. También 
sabrá lo que nos está sucediendo en el departamento de Rivera, en Tacuarembó y, en Salto, donde hoy 
tenemos recursos totalmente insuficientes. Patologías que ya creíamos desechadas y enfermedades que 
estaban vencidas, hoy han vuelto a recrearse. Hablamos mucho de Argentina y de Brasil, pero no hablamos, 
por ejemplo, de la mortalidad materna -que ha crecido, y en edades más tempranas-, de madres jóvenes y de 
madres adolescentes, y no hemos podido lograr un remedio para eso, que es un remedio político. 


La desnutrición en los niños también es un tema de salud, es por eso que hoy decimos que estamos en una 
emergencia sanitaria. Con la falta de alimentación sumada a la falta de cobertura y a la falta de posibilidades 
de recuperar la salud, llegamos a una emergencia sanitaria. Que el Gobierno no lo quiera aceptar, es otro 
problema, pero la emergencia sanitaria existe, está arriba de la mesa y necesita imperiosamente cambios. Y 
de las profundas crisis solo se logran profundos cambios, si queremos salir de ellas. Por eso es que hay que 
cambiar rápidamente, crear políticas de salud y que sean políticas de Estado, pero de una buena vez, ¡por 
favor! Que sean políticas de salud en las que, aunque discrepemos, tal vez podamos llegar a algo, pero no que 


a ojos de buen cubero se esté tratando de instrumentar lo que se quiere de la salud en una situación tan crítica 
como hoy, en un sistema mal administrado. 


Cambiamos el sistema totalmente curativo por un sistema promocional, preventivo y rehabilitador, o 
cambiamos la salud economicista -en donde a pesar de esta situación hay mentes insanas que comercializan 
con la enfermedad- por un sistema único, nacional integral de salud, sustentado por un seguro nacional de 
salud solidario. Sin precisar de economistas, si hacemos cuentas de verdulero, vamos a saber que con lo que 
el Estado invierte en la totalidad -hablemos de los seiscientos treinta mil del Banco de Previsión Social, de lo 
que pagan las Intendencias, de lo que se paga por entes autónomos, de lo que paga la Universidad, el 2,2% de 
todo el Estado-, sin temor a equivocarme, creo que estamos muy cerca de los recursos necesarios para juntar 
todo lo que tenemos y cambiar algunos vicios. 


Cuando una empresa nos cambió el material no reciclable, descartable, por la vieja jeringa de vidrio creímos 
que era lo mejor, entonces tiramos todo lo que usamos. Hoy se está reciclando lo que no es reciclable, porque 
entramos en la política del consumismo en un país que no podía entrar en políticas de consumismo. Entonces, 
creemos que es imprescindible y necesario apuntar en conjunto y con un esfuerzo general a establecer 
criterios correctos de discusión y de análisis para llegar a una solución que en profundidad nos permita 
recuperar lo que todos queremos. Digo esto porque aquí no se siente seguro ni aquel que tiene mucho, porque 
esa persona no sabe dónde le puede ocurrir un accidente, dónde puede tener una enfermedad inmediata, y no 
vaya a ser que le ocurra en algún departamento donde no tenemos ni los más imprescindibles elementos para 
salvarle la vida de inmediato. 


Por lo tanto, agradezco el haberme permitido manifestarme y estamos a la orden para trabajar en conjunto, 
porque la salud es un problema de todos y entre todos lo tenemos que solucionar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Batalla ha ampliado en su exposición lo que ya habían planteado los 
compañeros, y con respecto a este tema también se habían vertido opiniones. En función de eso, 
agradecemos la presencia de la delegación y seguimos abiertos a los planteamientos formulados acerca 
de la responsabilidad que tiene esta Comisión del Parlamento con respecto a este tema de salud. 


(Se retira de Sala la delegación del Departamento de Salud del PIT-CNT) 


(Ingresan a Sala integrantes de la Comisión de Salud de Ahorristas de la Banca Estatal) 


La Comisión de Salud Pública y Asistencia Social de la Cámara recibe hoy a la Comisión de Salud 
de Ahorristas de la Banca Estatal, que en su momento, con fecha 7 de noviembre, nos solicitó una 
audiencia a los efectos de hacer planteamientos vinculados a las situaciones de urgencia que están 
viviendo. Hoy representan a esta asociación las señoras Mafalda Gargano, Zulema Gargano, Delia 
Vázquez, Yoli García y Ercilia Leiro, las doctoras Silvana D'Agosto y Violeta Laicovsky y el señor 
Vicente Nipoli. 


SEÑORA D'AGOSTO.- El motivo de nuestra presencia radica en solicitar que se conceda una entrega 


bancario, debido a los siguientes detalles. 


El dinero depositado tiene su razón de ser en la necesidad de contar con un respaldo económico para cubrir 
los gastos que generan los múltiples tratamientos médicos a que deben someterse los ahorristas. Las 
sociedades médicas, las mutualistas y demás están en una profunda crisis, por lo cual los ahorristas deben 
hacerse cargo de la cuota mutual, los tiques, los medicamentos y los exámenes, ya sea aquí, en el exterior o 
en clínicas privadas, de acuerdo con la decisión de cada ciudadano. 


Asimismo, no escapa a la opinión pública que representantes del Directorio de la institución han afirmado a 
través de medios de prensa que el Banco cuenta con fondos suficientes como para hacer frente a los 
depósitos, aun los reprogramados. Por lo tanto, lo que exigimos es que los parlamentarios que votaron esta 
ley se sensibilicen frente a esta situación respecto a la salud, que no fue considerada a título de excepción, ni 
aun en el artículo 4” de la ley de reprogramación. 


Se deberían contemplar las situaciones de salud en carácter de enfermedades urgentes y no urgentes, agudas o 
crónicas, independientemente de la edad. El problema de la salud va desde el día cero hasta el último de vida. 
De lo contrario, no existirían neonatólogos ni geriatras. 


La salud es un derecho inherente e inviolable de cada persona y las soluciones genéricas que está adoptando 
el Banco de la República, ofreciendo préstamos de US$ 2.000 para contemplar y hacer frente a los costos de 
salud, no resultan suficientes para muchos ahorristas, al margen de que se los trata como deudores, habiendo 
sido ciudadanos que depositaron su confianza enteramente en la banca estatal. Tratándose de personas que 
generaron su ahorro para la previsión de su salud -en general, adultos mayores que no pueden seguir 
ahorrando- solicitamos que se otorguen depósitos en efectivo a personas enfermas, mayores y jubilados, y 
también a los jóvenes que en forma debidamente justificada necesiten de un tratamiento, de acuerdo con la 
decisión personal, privada e inviolable que cada persona adopte en cuanto a dónde se realizará su tratamiento 
y diagnóstico para prevenir posteriores complicaciones irreversibles y con riesgo de vida. 


SEÑORA LAICOVSKY.- En primer lugar, quiero agradecer a la Comisión de Salud Pública y 
Asistencia Social por la oportunidad que nos dan a todos los implicados en esta situación, al recibirnos 
y escucharnos, frente a una situación de tan honda repercusión social. También debo decirles que es la 
primera oportunidad en que hago uso de mis derechos de intervenir en una democracia participativa, 
ya que en general el concepto mío era el de una democracia representativa. Por eso tengo la 
satisfacción de poder participar en este caso. 


Nuestra exposición de motivos tiene que ver, fundamentalmente, con que la ley de reprogramación ha 
afectado a una franja de la población en relación con sus problemas de salud o de edad. Las personas de 
mayor edad exigen soluciones inmediatas y prácticas, que no se pueden dilatar más. 


Como se dijo, esta ley no consideró ni como excepción a estas situaciones especiales. Nosotros, los 
ahorristas, esperamos un tiempo prudencial, porque consideramos que esta ley se iba a instrumentar, 
adaptándose a las distintas situaciones prácticas. En vista de que eso no se hizo y de que estamos rodeados de 
muchos ahorristas pacientes, enfermos, que nos han llamado y que se encuentran en una situación de 
deterioro, que hemos visto -ellos mismos no pueden venir a reclamar debido a la enfermedad-, nosotros 
estamos representando aquí a esa franja de la población. 


El Banco de la República tuvo la buena voluntad, dentro de sus posibilidades, de contemplar estas 
situaciones, pero no lo ha hecho enteramente. Emitió un mensaje de esperanza a la población, instando a que 
presentaran las cartas que justificaran las distintas situaciones en la que los ahorristas se encontraban. Es 
verdad; eso fue así. Los ahorristas de la banca estatal somos 150.000, de los cuales 40.000 tenemos lo que 
considero depósitos pequeños, menores a US$ 50.000, y solo se presentaron 1.000 cartas argumentando 
razones de salud para el retiro de los depósitos. Quiere decir que si lo comparamos con la cantidad de 
ahorristas, se trata de una franja mínima. Por lo que tengo entendido, el Banco de la República ha 
solucionado menos de 100 de esas situaciones, con US$ 2.000, lo que me parece irrisorio, porque si una 
persona tiene que viajar al extranjero esa suma no le alcanza ni para poner el pie en el primer escalón del 
avión. 


Frente a esta situación, también debo declarar que algunos legisladores se han preocupado y han sido 
sensibles; me refiero a los doctores Bianchi, Fernández Chaves, Amen Vaghetti y la escribana Saravia Olmos. 
Queremos que sigan adelante con su iniciativa, ya que contempla la franja de las personas con problemas de 
salud y la de las personas mayores de edad. Nosotros estamos conformes con este proyecto de reforma de la 
ley a los efectos de buscar soluciones prácticas. 


Como corolario de todo esto, queremos hacer un breve resumen retrospectivo con respecto al derecho a la 
salud. El derecho a la salud comienza con la Revolución Francesa; más recientemente, en 1980, se establecen 
los derechos de los pueblos con respecto a la salud y al medio ambiente. Nosotros somos una franja muy 
pequeña de la población del Uruguay; por lo tanto, estamos comprendidos por el derecho de los pueblos. 
Entonces, si bien no consideramos que esta ley constituye una omisión de asistencia, porque es discutible, lo 
que a mi entender no es discutible es que como la primera obligación del paciente es cuidar de su cuerpo y 
elegir el profesional de su confianza para hacer su tratamiento, hay una violentación de ese derecho, ya que al 
verse impedido de utilizar sus ahorros no puede hacerlo, lo que le puede generar graves complicaciones. 


Por lo tanto, nosotros, los ahorristas y las personas que están enfermas, queremos transparencia en este tipo 
de situaciones, tanto por parte de los ahorristas como de la autoridad -no sé si será el Banco de la República- 
que va a solucionar este problema. Queremos que un veedor de nuestra Comisión pueda supervisar estas 
situaciones, pero también queremos transparencia por parte de los ahorristas en el sentido de que todos los 
casos, independientemente de la edad de la persona, sean debidamente documentados por el médico 
especialista al que ellos asistan. Además, para que no haya discriminación, y como las situaciones nunca 
pueden ser genéricas -por ejemplo, no puede determinarse que se entregará US$ 5.000 para cada ahorrista, 
porque algunos pueden necesitar un monto de dinero y otros, uno distinto, lo que debe estar documentado-, 
exigimos anticipos de los ahorros, del 25%, del 35% o del 45%, según cada caso. Con respecto a las personas 
mayores de edad, muchas de ellas están enfermas, pero otras, si bien no lo estamos, por el proceso de 
decadencia de las personas gerontes, sabemos que hay una declinación del organismo y que en cualquier 
momento se nos puede presentar una situación de emergencia y no podemos esperar la flexibilización de la 
ley. Asimismo, se da el caso de algunos pacientes que si bien en este momento están estables y no se 
encuentran en una situación grave ni urgente, sino solapada, en cualquier momento se les puede presentar una 
emergencia, como, por ejemplo, la colocación urgente de un marcapasos, una angioplastia e, inclusive, un 
accidente, y no pueden esperar la flexibilización de la ley. 


Entonces, resumiendo, lo que quiero pedir a los legisladores es la tutela para contemplar estas circunstancias 
y que nos demuestren que la escala de valores trastocada que se conjuga hoy en la sociedad actual no es su 
posición. Además, ya que esta es una ley de interés general y teniendo en cuenta que nuestro país tiene una 
población de más de 3:000.000 de habitantes, habría que discutir si 150.000 ahorristas solucionaron un 
problema de interés general o si no se secuestró a un grupo de personas, a mi juicio, injustamente, porque no 
se previó estas distintas situaciones. Entendemos que políticas económicas de interés general no pueden 
limitar el derecho a la vida. Reafirmando esto, lo único que voy a agregar es lo que expresó el ex Presidente 
de la Suprema Corte de Justicia, doctor De Marco, con respecto a esta ley. Se le preguntó: "¿Se podría 
sostener que nos enfrentamos a una expropiación 'sui generis'? La respuesta fue: "Evidentemente, limita el 
derecho de propiedad. De eso no hay duda. De todos modos, todos los derechos -excepto el de la vida- 
pueden ser limitados por razones de interés general". 


SEÑOR AMEN VAGHETTI.- Me gustaría hacer alguna reflexión de carácter general. 


En primer lugar, creo que la mayoría de los legisladores tienen la misma sensibilidad que quienes 
presentamos la iniciativa a que hacía referencia la señora Laicovsky. Lo que ocurre es que muchas veces los 
temas se dividen y algunos legisladores se ocupan de uno y otros, de otro. Pero la sensibilidad es la misma; sé 
que todos los miembros de esta Comisión, que tengo el gusto de integrar desde hace años, tienen esa misma 
sensibilidad. Simplemente, se trata de divisiones por área de trabajo. 


En segundo término, la palabra "exigir" tiene varias acepciones. En lo que me es personal, prefiero que me 
convenzan de una situación y luego actuar en consonancia. 


El proyecto de ley fue presentado hace dos semanas, y está en la Comisión de Hacienda. Esta iniciativa 
faculta al Banco para atender, precisamente, los casos de ahorristas con problemas de enfermedad que 
presenten una historia debidamente documentada y, además, a los mayores de 75 años con depósitos de hasta 
US$ 10.000 que hacían retiros frecuentes con los cuales solventaban muchos de estos gastos. Esto está a 
estudio de la Comisión de Hacienda, y pienso que no van a demorar mucho en su análisis, dado el tema del 
que se trata. Obviamente, será discutido por todas las fuerzas políticas y se aprobará el proyecto en el que 
haya consenso o el que se presentó. La idea es que se trate rápidamente y que esto se solucione. 


Agradezco la referencia personal, pero tengo que decir que la inmensa mayoría de los legisladores tienen la 
misma sensibilidad frente a estos problemas que quienes presentamos este proyecto. 


SEÑORA GARCÍA.- Soy docente y ahorrista del BROU. 


La doctora Laicovsky ya ha expresado lo que yo iba a decir. Con respecto a la última de sus ponencias en 
cuanto a que sabemos que se podría limitar el derecho de la propiedad por razones de interés general, 
también el artículo 32 de la Constitución dice: "(...)Nadie podrá ser privado de su derecho de propiedad sino 
en los casos de necesidad o utilidad públicas establecidos por una ley" -en este caso, la que tenemos- "y 


recibiendo siempre del Tesoro Nacional una justa y previa compensación". Queremos preguntarles a los 
legisladores -a quienes les agradecemos que nos escuchen-, si se le puede llamar compensación a los 
intereses mayores. Téngase presente que hablamos de 44.000 ahorristas -no sé si esto es exacto- del Banco de 
la República Oriental del Uruguay, de montos pequeños y de un interés del 6% para gente que tenía sus 
plazos fijos a un mes y que fueron reprogramados a tres años -al igual que los que eran a uno o a tres años-, 
sin respetarse el plazo del contrato comercial ni el monto. 


Por otro lado, sabemos de la sensibilidad de los legisladores en lo que tiene que ver con la salud -que en este 
momento está a prueba con el proyecto que se está tratando de idear-, pero también sabemos que esa ley fue 
votada un fin de semana y que no es una exigencia del Fondo Monetario Internacional. En este momento se 
está hablando de que como no se han usado los fondos para respaldar los dineros a la vista del Banco de la 
República, se utilizarán para asistencia. Entonces, ya que esta es la Comisión de Salud Pública y Asistencia 
Social, pido que se piense que algunos estamos enfermos y quizás necesitamos todo el dinero. Téngase 
presente que dentro de los ahorristas de menos de US$ 50.000, hay muchos jubilados que necesitaban el 
dinero para vivir y para la atención de su salud, y la mayoría tenían plazos fijos a un mes. De manera que de 
aquí a tres años se va a ver un deterioro muy grande. 


Hay casos que conllevan al deterioro de la salud física, por ejemplo, el de los desempleados que figuran entre 
los ahorristas y que tienen depósitos reprogramados. También está la gente que tiene indemnizaciones por 
accidente o depósitos para vivienda y que en este momento presentan una angustia muy grande; los 
psicólogos ya están trabajando sobre este tema. 


Entonces, así como el Estado pudo otorgar US$ 50.000 para las cajas de ahorro de los bancos privados con el 
dinero que vino para el fondo de fortalecimiento bancario -digo esto con mucho respeto, porque tienen sus 
derechos-, si ese dinero que no se está usando en este momento se va a emplear para créditos nosotros, que 
confiamos en la banca pública, pedimos que también se utilice para la gente que tiene problemas de salud, 
cualquiera sea su edad, y para quienes tienen que enfrentar otras situaciones graves que conllevan al deterioro 
de su salud. 


También pedimos que se tenga en cuenta que la reglamentación de esta ley -que, como dije, se votó en un fin 
de semana- no se hizo; esto me lo han ratificado abogados especialistas en Derecho Constitucional con los 
que he hablado. Hemos visto diversidad de conductas: del Banco Central del Uruguay, del Banco Hipotecario 
del Uruguay y del Banco de la República. Y el Banco dice que tiene una ley y es así: tiene una ley por delante 
y la tiene que cumplir. Entonces, pienso que tiene que salir de los legisladores la solución para que se sepa 
cómo instrumentar esa ley, cómo reglamentar su aplicación. Aquí también puede caber el tema de la salud. 


SEÑOR LEGNANI.- A título aclaratorio, quisiera decir que el Parlamento aprueba leyes; el que 
reglamenta es el Poder Ejecutivo. 


SEÑORA GARCÍA.- Sabemos que algunos aspectos de la reglamentación dependen del Poder 
Ejecutivo y otros del Banco Central del Uruguay. Pero también llamamos a los legisladores, porque 
pensamos que pueden tener incidencia, ya que son los votantes de la ley. Si en este momento están 
pensando en un proyecto que pueda modificar algunos artículos, para la generalidad de los ahorristas 
es muy importante que se considere todo esto. Hay que tener en cuenta que el depósito bancario es 
comercial y que los plazos no se respetaron. No es lo mismo tener un plazo fijo a un mes que a un año: 
quisiera saber cuánta gente que tiene problemas de salud tenía sus depósitos a un año. 


SEÑORA LAICOVSKY.- Quisiera acotar que en este proyecto de ley se reforma el artículo 4". 
Concretamente se habla de una flexibilización que tendrá lugar cuando las situaciones lo permitan. Eso 
me inquieta un poco, porque si las situaciones no lo permiten, no se va a contemplar. Entonces, es 
necesario que se instrumenten ya soluciones prácticas para la salud de las personas mayores. Se trata 
de una franja mínima de 1.000 personas que han presentado reclamos, frente a 150.000. De manera 
que, como se dijo, es preciso disponer de parte de ese dinero que no fue utilizado totalmente en la ley 
de fortalecimiento bancario y que ahora se va a poder emplear. No nos podemos permitir esperar una 
flexibilización. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hemos escuchado con mucha atención los razonables fundamentos que 
ustedes plantean, pero también es cierto que en este Parlamento, hay Diputados -algunos integrantes 
de esta Comisión- que presentaron una iniciativa que está en la Comisión de Hacienda, ya que se trata 
de una materia que es de su competencia. De manera que existen iniciativas en tal sentido y queda el 
compromiso de todos nosotros de analizarlas en profundidad y acompañarlas en el momento en que se 
pongan en consideración. 


Agradecemos la presencia de nuestros invitados. 
(Se retira la delegación de la Comisión de Salud de Ahorristas de la Banca Estatal) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Asociación de Institutos de Medicina Altamente Especializada - IMAE) 


La Comisión de Salud Pública y Asistencia Social tiene mucho gusto en recibir a la contadora 
Lucy Martins y al doctor Gustavo Varela, integrantes de la delegación de la Asociación de Institutos de 
Medicina Altamente Especializada. 


El 9 de octubre esta Comisión recibió una solicitud de audiencia de parte de dicha Asociación, debido a la 
crítica situación que está atravesando el sector, fundamentalmente, el que los señores invitados representan. 


SEÑOR VARELA.- En primer lugar, queremos agradecer a la Comisión por habernos recibido. 


En el día de hoy venimos a plantear algunas certezas y algunas inquietudes. 


La primera certeza que queremos señalar es que en esta Sala, y también en el Gobierno, es evidente que hay 
voluntad para solucionar la situación que está atravesando un área asistencial tan importante para el país, 
como es el Fondo Nacional de Recursos. 


De esa certeza podemos dar algún ejemplo, fundamentalmente basado en el convenio que se firmó el 2 de 
mayo de 2002 entre la Asociación de IMAES, los Ministerios de Salud Pública y de Economía y Finanzas y 
la Comisión Honoraria del Fondo Nacional de Recursos. 


A través de ese convenio -dejaremos una copia en la Comisión- los actores nos comprometíamos a asumir 
una serie de derechos y deberes. Lo que se establecía en el convenio, básicamente, era una rebaja arancelaria 
del 13% en todas las técnicas, menos en hemodiálisis que fue de un 10%, la seguridad de cobro a los sesenta 
días, el nombramiento de una Comisión de Deuda para resolver una deuda importante que tiene el Fondo con 
los IMAES, algunos aspectos de orden administrativo, que eran muy favorables para todo el sector, tanto para 
el que controla como para el que actúa, así como un mecanismo de ajuste arancelario muy interesante, 
vinculado al aumento de la cuota mutual. 


Con respecto a este convenio, en primer lugar, debemos decir que en líneas generales -es importante 
señalarlo- ha operado bien, más allá de la crisis que sobrevino rápidamente con la devaluación del peso 
uruguayo y el cierre de los bancos. Si bien hemos pasado algún apremio para cobrar en tiempo y forma, tal 
como se había pactado en algún momento, hemos sido comprensivos con la situación. Además, no ha 
operado la caducidad del convenio que, insistimos, era beneficioso para ambas partes. 


Nuestra inquietud, fundamentalmente, se debe a la deuda. Se trata de una deuda voluminosa, que alcanza a 
$ 730:347.000, y que se tiene con todo el sistema. 


Como los señores Diputados recordarán, este sistema está integrado por Institutos de Medicina Altamente 
Especializada, que son propiedad de la IAMC. Algunos de esos Institutos son independientes y otros son 
estatales; es muy interesante recordar eso a los efectos de tenerlo claro. 


Por otra parte, debemos señalar en primer lugar, que los IMAE, cuando realizamos este acuerdo dábamos por 
descontado que se iba a instrumentar una fórmula de pago de la deuda, con lo cual la rebaja arancelaria era, 
no solo razonable, sino accesible en líneas generales y, en segundo término -esto es lo más importante- que 
hace más de dos años los distintos IMAES vinculados al sector vienen realizando ajustes -como cualquier 
empresa- en su sistema de compras y stock, acuerdo por honorarios médicos y acuerdos salariales con los 


distintos actores dentro de cada IMAE, lo que permitió que los costos se fueran reduciendo hasta llegar a esta 
instancia, la que fue muy dificultosa. Asimismo, también queremos dejar sentado en esta Comisión la 
excelente labor del contador Bonsignore, que en ese momento era el Subsecretario del Ministerio de 
Economía y Finanzas. 


En suma, en este momento tenemos serias dificultades para resolver el tema de la deuda. Esto tal vez no 
quiera decir correr inmediatamente, porque reconocemos las dificultades que tienen actualmente el Fondo, el 
Estado y la actividad privada, pero quisiéramos que se definiera el tema y saber en qué momento y de qué 
forma se va a pagar la deuda. 


En ese sentido, en la Comisión de Deuda que se establecía en el convenio, habíamos alcanzado algunos 
acuerdos primarios y muy razonables para ambas partes. 


En primer lugar, se acordó la indexación. En una economía que había dejado de ser estable era razonable que 
el crédito se mantuviera de determinada manera. Eso fue aceptado por los actuales Ministerios de Salud 
Pública y de Economía y Finanzas a través de sus representantes en la Comisión Honoraria y en la Comisión 
de Deuda creada a tales efectos. 


En segundo término, se pactó que esa deuda se iba a pagar en más de veinticuatro cuotas y en menos de 
sesenta, de modo que ambas partes pudieran estar satisfechas, una con la manera de cobrar y otra con la 
manera de pagar. Hoy estamos en un "impasse" realmente dificultoso y hay algunas noticias que nos 
preocupan mucho. Pese a las sucesivas prórrogas que hemos otorgado al Fondo, hoy no tenemos noticias, 
más que el silencio. Algunas versiones que no son oficiales hacen temer por el pago de esa deuda. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Todavía no han pagado ninguna cuota? 


SEÑOR VARELA.- No; no existe acuerdo de pago. Alrededor de julio o agosto se habían resuelto estas 
dos bases de conversación que mencionamos. Hace quince días el Ministerio de Economía y Finanzas 
ofreció a la intersectorial de las Instituciones de Asistencia Médica Colectiva -no directamente a los 
involucrados- un aumento de la cuota correspondiente a las IMAE de $ 13, que de $ 69 pasaría a $ 82, 
y estaría destinado a pagar deudas. Según las cuentas exactas de la contadora Martins, eso daba 
cuarenta y ocho cuotas, indexándola al mes de agosto, lo que es razonable. Después de eso no hemos 
tenido ninguna noticia. 


Queríamos resumir la certeza primaria y esta inquietud. Sabemos que el tiempo de la Comisión es escaso, 
aunque nos consta su interés, dado que no es la primera vez que asistimos. 


SEÑOR GIL SOLARES.- ¿Qué actitud van a tener las Instituciones frente al no pago de esta deuda? 
SEÑOR VARELA.- No es fácil responder, porque no hay unanimidad de posiciones. 
SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Los $ 13 de la sobrecuota ya están instrumentándose? 


SEÑOR VARELA.- N” Se ofrecieron y se retiraron con el silencio. 


SEÑORA MARTINS.- Quiero hacer una aclaración respecto a los $ 13. 


Esa fue una sugerencia en el marco de una Comisión de trabajo que está integrada por el Ministerio de 
Economía y Finanzas, el Ministerio de Salud Pública y las delegaciones de las Instituciones de Asistencia 
Médica Colectiva. En esa negociación no hemos participado. Podemos anticipar que a nivel de las 
instituciones mutuales no se acepta ese aumento de cuota. Por ende, creemos que el tema tiene que encararse 
por otros caminos, para insistir en la necesidad de llegar a este acuerdo. 


Voy a responder a la pregunta del señor Diputado Gil Solares. Hay integrantes de la Asociación de IMAE 
que, si llegado un plazo prudencial, constatan que no se ha cumplido íntegramente el convenio, pedirán hacer 
uso de una de sus cláusulas, que implica su denuncia. Quiere decir que el convenio firmado caería. Esa es una 
posibilidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El tema planteado es de suma gravedad. Por supuesto que no escapa a los 
invitados que esta Comisión está preocupada por el tema. En su momento, recibió a integrantes del 
Fondo Nacional de Recursos, al doctor Bagnulo y a sus asesores. De este tema también se habló con 
integrantes del Ministerio de Salud Pública. 


Veremos cuáles son las gestiones que la Comisión hará para mediar en esta decisión que pasa por el 
cumplimiento de un convenio que, como bien decía el doctor Varela, está en el entorno de una crisis 
económica y, en definitiva, es el Ministerio de Economía y Finanzas el que no está liberando los fondos para 
el pago. Eso es lo que está condicionando la solución a este problema. 


¿Esta deuda de $ 730:000.000 es anterior? ¿En el convenio se ha establecido el pago mes a mes? 


SEÑOR VARELA.- Estamos cobrando mes a mes como estaba acordado, salvo durante el mes de 
setiembre, en el que no se pagó un 40% de la facturación. Debemos reconocer que durante los meses de 
octubre y noviembre se pagó un 10% adicional. Por lo tanto, a partir del convenio vigente desde mayo 
hoy tenemos una deuda del 30% de un mes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Supongo que una de las dificultades que tienen es con los proveedores, que 
exigen el pago de la deuda que mantienen con ellos. ¿Esas exigencias tienen límites? 


SEÑOR VARELA.- Sí, dependiendo de cada IMAE, porque somos alrededor de ochenta. Obviamente, 
la paciencia que da a un proveedor la estabilidad de precios es distinta a cuando no existe o a cuando se 
trata de elementos importados que deben pagarse. Es evidente que todos los IMAE -algunos en 
importante medida y otros un poco menos- están recibiendo los embates de los acreedores tratando de 
cobrar sus créditos, igual que nosotros estamos tratando de hacerlo. También es cierto que estamos en 
un sector en el que es necesario realizar inversiones muy importantes periódicamente. Muchas IMAE 
hicieron esa inversión como corresponde, es decir, para atender lo mejor posible a los pacientes, lo que 
les generó deudas en dólares relativamente importantes para su economía, que hoy también están 
haciendo mucha fuerza. No se olviden que hicimos una rebaja arancelaria en mayo y hoy la estamos 
cobrando en pesos. Quiere decir que también tenemos esa dificultad adicional. 


Tenemos problemas de abastecimiento por no pago. La situación es similar a la del resto del sector, ya que las 
TAMC tienen el mismo problema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sin duda que dentro de toda la gama de IMAE hay algunas que están en una 
situación diferente en cuanto a responsabilidad inmediata. En las instituciones que tienen que ver con 
el tema de diálisis no se pueden plantear discontinuidades y, sin embargo, en otras IMAE, con técnicas 
coordinadas, puede haber otro tipo de planteamiento. Me parece que el tema de diálisis es el que más 
nos preocupa a todos. 


A esta Comisión también han venido pacientes en diálisis que, preocupados por el tema y por su futuro, nos 
han planteado la misma inquietud. 


SEÑOR VARELA.- Es muy cierto lo que manifiesta el señor Presidente. Es una técnica crónica, que se 
ejerce tres veces por semana la mayor parte de las veces y que requiere todo un montaje que está en 
vigencia las veinticuatro horas del día los trescientos sesenta y cinco días del año y que el paciente no 
debe interrumpir. Es obvio que esos IMAE tienen mayores dificultades en esta hora, y la demostración 
más clara de que son un sector un poco especial y diferente por la índole de los pacientes que trata, es 
que, precisamente, fueron considerados distintos en sus costos y la rebaja arancelaria fue menor. 


Pero es evidente que estamos preocupados; además, estamos ligando un poco mal en varios sentidos. De 
todas formas, hemos ido haciendo frente a la situación y, realmente, queremos señalar que hoy los Institutos 
de Medicina Altamente Especializada de cualquier técnica hacen los máximos esfuerzos y, que sepamos, no 
ha cesado la asistencia de los pacientes que nos son enviados y habilitados, como históricamente lo ha hecho 
el Fondo. Es decir, nosotros no recibimos pacientes que no estén habilitados por el Fondo Nacional de 
Recursos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión acusa recibo de los planteamientos y los fundamentos dados por 
los invitados. 


SEÑOR VARELA.- Quisiéramos dejar a la Comisión el convenio y un estudio que realizó una asesoría 
económica vinculada a los Institutos de Asistencia Médica Colectiva tanto del interior como de 
Montevideo. Se trata de una gente muy seria. Ese estudio se tituló: "La evolución de afiliados a las 
TAMC: pérdida o morosidad". 


Este estudio es muy interesante porque refiere a algo que la contadora Martins hoy señaló. Muchas veces las 
TAMC, con razonabilidad, se oponen a aumentos de cuotas por la pérdida de afiliados que ello conlleva. El 
estudio demuestra -no sé si de perogrullo, pero lo hace seriamente- que en realidad los aumentos de la cuota 
mutual a cualquier título, no provocan pérdida de afiliación mayor. Por lo menos en estos últimos tres años, 
lo que demuestra este estudio -que sus asesores verán si tienen bases sólidas o no; nosotros creemos que sí- 
es que lo que ha perdido de afiliación el sector mutual se debe a la caída de los ingresos reales de la familia 
uruguaya, de cada uno de nosotros. Si lo leen, verán que eso está demostrado en cifras. Se trata de 
conclusiones interesantes que los invito a leer y que, inclusive, tenemos como objetivo mostrar a los distintos 
sectores mutuales del interior y de Montevideo, para demostrar que eso es así. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Salud Pública y Asistencia Social agradece a los invitados 
por la información brindada. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


